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APELACIÓN 

procedente del 
Tribunal de 
Primera 

Instancia, Sala 
de Bayamón  
 

Civil Núm.: 
DCD2015-0622 

 
Sobre: 
Cobro de Dinero 

y Ejecución de 
Hipoteca por la 

Vía Ordinaria 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, y las 
Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 

 
Surén Fuentes, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN  

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 24 de agosto de 2016.  

  Comparece ante nos la parte peticionaria, compuesta por el 

señor Juan Ramón Hernández Alvarado, la señora Lydia Caridad 

Hernández y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta 

por ambos. Solicita revisión de una Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI), el 5 

de enero de 2016, y notificada a las partes el 7 de enero de 2016. 

Mediante la misma, dicho Foro declaró No Ha Lugar una Solicitud 

de Nulidad de Sentencia instada por la peticionaria. 1 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el auto de Certiorari, por carecer de jurisdicción 

para entender sobre el mismo. 

                                                 
1 El 26 de febrero de 2016 emitimos Resolución, en la cual indicamos que el recurso de epígrafe, 

presentado como una Apelación, será acogido como un Certiorari, toda vez que mediante el 

mismo, la parte peticionaria solicita la revisión de una Orden post-sentencia. 
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I. 

  El 11 de marzo de 2015, Roosevelt Cayman Asset Company, 

parte recurrida ante nos (Roosevelt Cayman), instó contra la parte 

peticionaria una Demanda en Cobro de Dinero y Ejecución de 

Hipoteca por la Vía Ordinaria. Mediante Orden dictada el 3 de julio 

de 2015 el TPI autorizó el emplazamiento por edicto de la parte 

peticionaria. El 21 de septiembre de 2015, la parte peticionaria 

presentó Moción Asumiendo Representación Legal, y el 22 de 

septiembre de 2015 el TPI dictó Orden, en la cual, entre otras cosas, 

permitió la representación legal de la peticionaria. 

  El 30 de septiembre de 2015, Roosevelt Cayman presentó 

Moción en Cumplimiento de Orden y Solicitando Anotación en 

Rebeldía y para que se dicte Sentencia conforme a la Regla 45.2(b) de 

Procedimiento Civil. Señaló que a la fecha de la presentada Moción, 

la parte aquí peticionaria no había comparecido aún, razón por la 

cual, entendió procedente que el TPI anotara la rebeldía de dicha 

parte, y dictara Sentencia en rebeldía conforme a la Regla 45.2 (b) 

de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 45.2.  

 Así las cosas, el TPI anotó la rebeldía de la parte peticionaria, 

y el 5 de octubre de 2015 dictó Sentencia, declarando “Ha Lugar” la 

Demanda instada por Roosevelt Cayman. Este dictamen emitido 

mediante Edicto del 6 de octubre de 2015, fue notificado el 7 de 

octubre de 2015. 

 Así las cosas, el 26 de octubre de 2015, la parte peticionaria 

presentó Contestación a Demanda y Reconvención. El 29 de 

octubre de 2015, el TPI dictó Orden, notificada el 5 de noviembre 

de 2015, en la cual indicó a la peticionaria que en el caso de 

epígrafe se había dictado Sentencia con fecha del 5 de octubre de 

2015, y notificada el 7 de octubre de 2015.  

El 4 de diciembre de 2015, la peticionaria presentó Moción 

Urgente de Nulidad de Sentencia, en la cual solicitó la nulidad de la 
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Sentencia dictada en rebeldía por el TPI, señalando que la misma 

no fue notificada al abogado de dicha parte. Indicó que el 21 de 

septiembre de 2015, el representante legal de dicha parte presentó 

ante el TPI Moción Asumiendo Representación Profesional, del Sr. 

Hernández Alvarado y la Sra. Hernández Regayolo. Así también, 

resaltó la peticionaria que el 24 de septiembre de 2015 el TPI dictó 

Orden mediante la cual, entre otras cosas, permitió la 

representación legal asumida, notificando dicho dictamen a la 

dirección del abogado de la parte. Por último, señaló la peticionaria 

que no empece a lo anterior, el 7 de octubre de 2015 el TPI dictó 

Sentencia en rebeldía, obviando notificar la misma al abogado de 

dicha parte.  

 El 7 de enero de 2016, el TPI dictó Orden, en la cual, entre 

otras cosas, declaró No Ha Lugar la solicitud de nulidad de la 

Sentencia. Señaló que dicho dictamen fue notificado a las partes 

conforme a Derecho, mediante los edictos del 6 de octubre de 

2015.   

 El 29 de enero de 2016, la parte peticionaria presentó Moción 

de Reconsideración, en la cual reiteró su señalamiento en cuanto a 

que la Sentencia dictada por el TPI no fue notificada a su abogado, 

no empece a que el Foro a quo había aceptado la Moción 

Asumiendo Representación Profesional, instada por dicha parte con 

anterioridad al dictamen impugnado.  

 Transcurrido el término provisto en Derecho, sin que la 

Moción de Reconsideración fuese resuelta, el 10 de febrero de 2016, 

la parte peticionaria acudió ante nos por vía del presente Recurso. 

Formuló el siguiente señalamiento de error: 

 Erró el Honorable TPI al denegar la Moción de Nulidad 
de Sentencia en rebeldía por falta de notificación 
suficiente según la Regla 49.2 de Procedimiento Civil 

de 2009, incorporada mediante la Regla 45.3 de 
Procedimiento Civil de 2009 y conforme a la Regla 46 

de Procedimiento Civil de 2009. 
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 El 17 de marzo de 2016 Roosevelt Cayman presentó su 

Oposición al auto de Certiorari. Con el beneficio de las respectivas 

posiciones de las partes, procedemos a resolver. 

II. 

Son las Reglas 45.1, 45.2, 45.3 y 45.4 de Procedimiento 

Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, las que disponen las normas que rigen la 

anotación de rebeldía al demandado, ya sea por su 

incomparecencia o meramente como sanción.  

La Regla 45.1 de Procedimiento Civil, supra, provee la 

rebeldía como remedio para las situaciones en las cuales el 

demandado no comparece a contestar la demanda o no se defiende 

de ninguna otra forma, por lo que no presenta alegación o defensa 

alguna contra las alegaciones y el remedio solicitado. De igual 

forma, aplica la rebeldía como sanción en aquellas instancias en 

las que alguna parte en el pleito ha incumplido con alguna orden 

del tribunal. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 

580, 587 (2011). Dicha anotación tendrá el efecto de que se den 

por admitidas todos los hechos bien alegados en la demanda o la 

alegación que se haya formulado en contra del rebelde y se 

autoriza al tribunal para que se dicte sentencia, si esta procede 

como cuestión de derecho. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 

supra, 590.  

La Regla 45.2 de Procedimiento Civil, supra, dispone que 

cuando la parte contra la cual se solicita sentencia en rebeldía 

haya comparecido en el pleito, dicha parte será notificada del 

señalamiento de cualquier vista en rebeldía que celebre. Sobre 

esto, el Tribunal Supremo ha expresado que a la parte demandada 

en rebeldía que ha comparecido previamente le cobija el 

derecho a conocer del señalamiento, asistir a la vista, 

contrainterrogar los testigos de la parte demandante, 

impugnar la cuantía y apelar la sentencia. No renuncia a las 
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defensas de falta de jurisdicción ni de que la demanda no aduce 

hechos constitutivos de una causa de acción en favor del 

reclamante. Ocasio v. Kelly Servs., 163 D.P.R. 648 (2005); Rivera v. 

Goytía, 70 D.P.R. 30, 33 (1949); Pérez Hnos. v. Oliver, et al., 11 

D.P.R. 397 (1906). En otras palabras, un trámite en rebeldía no 

garantiza per se, una sentencia favorable al demandante; el 

demandado no admite hechos incorrectamente alegados como 

tampoco conclusiones de derecho. (Énfasis nuestro). Ocasio v. 

Kelly Servs., supra, a la 672; Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 

106 D.P.R. 809, 817 (1978). 

Ahora bien, la notificación y el registro de sentencias están 

regidos por las disposiciones de la actual Regla 46 de 

Procedimiento Civil, supra. Dicha regla, en lo pertinente, establece 

claramente que “[l]a sentencia no surtirá efecto hasta archivarse en 

autos copia de su notificación a todas las partes y el término para 

apelar empezará a transcurrir a partir de la fecha de dicho 

archivo”. Véase, Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 D.P.R. 1, 

7-9 (2000). En cuanto al procedimiento de notificación de órdenes, 

resoluciones y sentencias, la actual Regla 65.3 de Procedimiento 

Civil, supra, dispone, en lo pertinente, que:  

(b) El Secretario o Secretaria notificará a la última 
dirección que se haya consignado en el expediente 

por la parte que se autorrepresenta o a la dirección 
del abogado o abogada que surge del registro del 
Tribunal Supremo para recibir notificaciones, en 

cumplimiento con la Regla 9 de este apéndice, toda 
orden, resolución o sentencia que de acuerdo con sus 
términos deba notificarse a las partes que hayan 

comparecido en el pleito.  
  

(c) En el caso de partes en rebeldía que hayan 
comparecido en autos, el Secretario o Secretaria le 
notificará toda orden, resolución o sentencia a la 

última dirección que se haya consignado en el 
expediente por la parte que se autorepresenta o a la 

dirección del abogado o abogada que surge del 
registro del Tribunal Supremo para recibir 
notificaciones, en cumplimiento con la Regla 9. En el 

caso de partes en rebeldía que hayan sido 
emplazadas, por edictos y que nunca hayan 

comparecido en autos o de partes demandadas 
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desconocidas, el Secretario o Secretaria expedirá un 
aviso de notificación de sentencia por edictos para su 

publicación por la parte demandante. El aviso 
dispondrá que éste debe publicarse una sola vez en 

un periódico de circulación general en la Isla de 
Puerto Rico dentro de los diez (10) días siguientes a 
su notificación e informará a la parte demandada de 

la sentencia dictada y del término para apelar. Todos 
los términos comenzarán a computarse a partir de la 
fecha de la publicación del edicto, la cual deberá 

acreditarse mediante una declaración jurada del (de 
la) administrador(a) o agente autorizado(a) del 

periódico, acompañada de un ejemplar del edicto 
publicado. (Énfasis suplido). 

  

Es menester recalcar que el texto del inciso (c) de la Regla 

65.3, supra, fue enmendado mediante la Ley Núm. 98 del 24 de 

mayo de 2012, con el fin de aclarar que, debían ser notificadas 

de la sentencia por medio de la publicación de edicto, aquellas 

partes que en rebeldía, fueron debidamente emplazadas y que 

nunca comparecieron. El análisis contenido en el Informe de las 

Reglas de Procedimiento Civil preparado por el Comité Asesor 

Permanente de las Reglas de Procedimiento Civil, en marzo de 

20082, aclaró la intención en la redacción de la Regla. Del mismo 

surge que el Comité fundamentó en parte la redacción de esta 

Regla 65.3(c) de 2009 en lo resuelto en el caso de Falcón Padilla v. 

Maldonado Quirós 138 DPR 983 (1995), al señalar lo siguiente:  

“El Tribunal Supremo estableció en Falcón Padilla v. 
Maldonado Quirós que en los casos cuando una parte 

haya sido emplazada por edictos a tenor con la 
Regla 4.6, por razón de que no pudo ser localizada 
en su última dirección conocida y se desconoce su 

paradero, dicha parte deberá ser notificada de la 
sentencia recaída en rebeldía por falta de 

comparecencia mediante la publicación de edictos, es 
decir, de la misma forma como fue notificada de la 
demanda en su contra”. (Énfasis suplido; citas 

omitidas). 
  

En Yumac Home Furniture v. Caguas Lumber Yard, 2015 

TSPR 148, 194 DPR __ (2015), el Tribunal Supremo abundó sobre 

el alcance de la actual Regla 65.3(c). En acorde con el citado 

Informe, señaló que lo que se pretendió con la Regla 65.3(c) de 

                                                 
2
 Informe de las Reglas de Procedimiento Civil, Tribunal Supremo de Puerto Rico, Secretariado de 

la Conferencia Judicial, enero de 2008.  
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Procedimiento Civil de 2009, fue que la notificación de la sentencia 

mediante edictos se limitara a los casos de demandados en 

rebeldía que no comparecen y que han sido emplazados por 

edictos, porque es de estos que se desconoce su paradero 

(Énfasis nuestro). Por consiguiente, conforme al texto del inciso (c) 

de la Regla 65.3, la notificación de sentencia mediante edicto a una 

parte en rebeldía se dirige únicamente a dos circunstancias: 1) 

cuando la parte en rebeldía ha sido emplazada por edicto y nunca 

ha comparecido, y 2) cuando la parte demandada es desconocida. 

La notificación es una parte integral de la labor judicial. Caro 

v. Cardona, 158 D.P.R. 592, 600 (2003). Como parte del debido 

proceso de ley, en su vertiente procesal, la notificación del 

dictamen final es un requisito que debe cumplirse para que el 

ciudadano afectado tenga oportunidad de enterarse de la decisión 

que se ha tomado en su contra. Dávila Pollock v. R.F. Mortgage, 

182 D.P.R. 86, 94 (2011). Ante ello, para que un dictamen surta 

efecto, no solo deberá ser emitido por un tribunal con jurisdicción 

sino que debe serle notificado a las partes pues es a partir la 

notificación que transcurren los términos establecidos en ella. Caro 

v. Cardona, supra.  

La notificación adecuada y oportuna de las órdenes y 

sentencias “es requisito sine qua non de un ordenado sistema 

judicial”. R & G Mortgage v. Arroyo Torres y otros, 180 D.P.R. 511, 

520 (2010); Falcón Padilla v. Maldonado Quirós, supra. Por 

consiguiente, una notificación defectuosa impide que las partes 

procuren los remedios que tienen a su disposición, enervando con 

ello las garantías del debido proceso de ley. R&G Mortgage v. 

Arroyo Torres y otros, supra, pág. 520; Olivo v. Srio. de Hacienda, 

164 D.P.R. 165 (2005). Además, paraliza el término para acudir en 

revisión ante el Tribunal de Apelaciones. IM Winner, Inc. v. Mun. de 

Guayanilla, 151 D.P.R. 30, 39 (2000).  
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 Es preciso destacar que se ha resuelto que los dictámenes 

judiciales deben notificarse simultáneamente a todas las partes 

involucradas en el pleito, de modo que no se generen dos (2) 

términos distintos para revisar dicho dictamen ante un foro de 

mayor jerarquía”. Bomberos Unidos v. Cuerpo Bomberos et al., 180 

D.P.R. 723, 769 (2011). Se trata de una simultaneidad que se 

contempla expresamente en la Regla 65.3 de Procedimiento Civil 

del 2009, 32 L.P.R.A. Ap. V. Íd., pág. 770. Si alguna equivocación 

conlleva que no ocurra dicha simultaneidad, “la notificación es a 

priori defectuosa y no se activan ni comienzan a transcurrir los 

términos jurisdiccionales para presentar memorando de costas, 

pedir reconsideración, solicitar determinaciones o enmiendas a 

conclusiones de hecho o de derecho, o apelar”. Rodríguez Mora v. 

García Lloréns, 147 D.P.R. 305, 310-311 (1998).  

Por último, es norma reiterada que los tribunales debemos 

ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción. Lozada Sánchez v. 

J.C.A., 184 D.P.R. 898, 994 (2012); C.R.I.M. v. Méndez Torres, 174 

D.P.R. 216, 225 (2008). Los asuntos concernientes a la jurisdicción 

son privilegiados y deben atenderse de forma preferente. González 

v. Mayagüez Resort & Casino, 176 D.P.R. 848, 856 (2009). El 

tribunal debe evaluar con rigor cualquier cuestionamiento que se 

haga sobre su jurisdicción. Souffront v. A.A.A., 164 D.P.R. 663, 674 

(2005). Al tratarse de un asunto que incide sobre el poder mismo 

del tribunal para adjudicar una controversia, la falta de 

jurisdicción es un asunto que puede levantarse motu proprio pues 

no hay discreción para asumir jurisdicción donde no la hay. Íd. Si 

un tribunal carece de jurisdicción así ha de declararlo, lo que 

implica que debe desestimar la reclamación, sin entrar en sus 

méritos. González v. Mayagüez Resort & Casino, supra. 

Procesalmente, la falta de jurisdicción es un defecto procesal 

insubsanable. Souffront v. A.A.A., supra.  
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El recurso presentado de forma prematura, adolece del grave 

e insubsanable defecto de que priva al tribunal al que se recurre de 

jurisdicción. Yumac Home Furniture v. Caguas Lumber Yard, supra; 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 D.P.R. 83, 98 (2008). 

Como tal, su presentación es ineficaz y no produce ningún efecto 

jurídico, pues al momento de ser presentado no hay autoridad 

judicial para acogerlo. Rodríguez v. Zegarra, 150 D.P.R. 649, 654 

(2000).  

III. 

 En el caso de marras la parte aquí peticionaria fue 

debidamente emplazada mediante Edicto publicado el día 15 de 

julio de 2015. Sin embargo, se desprende del expediente de autos 

que la parte demandada y aquí peticionaria compareció ante el TPI, 

mediante Moción Asumiendo Representación Profesional. La 

anterior Moción fue atendida por el TPI quien tomó conocimiento 

de la misma, y aceptó la representación legal de dicha parte 

solicitante, emitiendo su determinación mediante Orden del 22 

de septiembre de 2015, la cual fue notificada a ambas partes 

de epígrafe, el 24 de septiembre de 2015, incluyendo el envío 

por correo de dicho dictamen a la dirección provista por el 

representante legal de la aquí peticionaria. 

 Siendo esto así, no empece a que posteriormente el TPI anotó 

la rebeldía de la parte aquí peticionaria, lo cierto es que luego de 

ser emplazada por edicto, la demandada compareció ante el TPI, 

teniendo el Foro a quo conocimiento de la última dirección provista 

por dicha parte, y notificando posterior Orden a la misma. Ante 

esto, a tenor con el derecho anteriormente reseñado, forzosamente 

concluimos que la situación de la parte aquí peticionaria no consta 

enmarcada dentro de los supuestos que la nueva Regla 65.3(c) de 

Procedimiento Civil, supra dispone para que sea procedente en 
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derecho la notificación de la Sentencia a la parte demandada 

mediante la publicación por edicto.  

Toda vez que en el caso de marras el TPI no estaba ante una 

parte demandada desconocida, correspondía a la Secretaría del 

Tribunal notificar el dictamen emitido a la dirección provista por 

dicha parte en su comparecencia. Sin embargo, no hizo así. Antes 

bien, tras el TPI dictar Sentencia el 5 de octubre de 2015, la misma 

fue notificada mediante publicación por edicto, obviando notificar 

directamente a la parte aquí peticionaria, por medio de la dirección 

previamente conocida por el Foro a quo. Actuó así el TPI 

equivocadamente, en forma contraria a lo dispuesto por las citadas 

Reglas de Procedimiento Civil, y en menoscabo del debido proceso 

de ley que se le debe garantizar a la parte demandada. 

En vista de la notificación inoficiosa del dictamen ante 

nos impugnado, concluimos que el recurso de autos consta 

prematuro, toda vez que la parte peticionaria acudió ante este 

Tribunal antes de que hubiese una debida e idónea notificación 

de la Sentencia recurrida. En consecuencia de ello, no han 

comenzado a transcurrir los términos para instar un recurso de 

revisión sobre ella, y por ende nos corresponde más que 

declararnos sin jurisdicción y desestimarlo. Una vez ocurra la 

debida notificación del dictamen emitido a ambas partes en el 

pleito, conforme lo establece la norma de Derecho anteriormente 

reseñada, se activarán entonces los términos que tendrán las 

partes para recurrir ante este Tribunal de Apelaciones y solicitar 

cualquier remedio, que así entiendan procedente en Derecho. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, los que hacemos 

formar parte de esta Sentencia, se desestima el presente recurso 

por falta de jurisdicción al ser prematuro. Se ordena al TPI que, 
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conforme al Derecho reseñado, notifique directamente a ambas 

partes de epígrafe, la Sentencia dictada el 5 de octubre de 2015. 

Notifíquese a todas las partes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


